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Asunto: Solicitud de concepto(1)
Se basa la consulta objeto de estudio en señalar si existe algún mecanismo a través del cual se le pueda informar al cliente que las reclamaciones no son procedentes, ya que se le ha demostrado que el aparato de medida se encuentra en perfecto estado de funcionamiento. Lo anterior con el fin de evitar que el usuario continúe formulando reclamaciones escritas en cada período, pues aparentemente el mismo desea dilatar el pago de las facturas presentando por cada período de facturación una reclamación, argumentando exceso de consumo. 
En primer lugar, es preciso señalar que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a un derecho de petición en la modalidad de consulta, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, son orientaciones y opiniones o puntos de vista que no comprenden la solución directa de problemas específicos, ni el análisis de situaciones particulares. Por lo tanto, la respuesta es general y no tiene carácter obligatorio ni vinculante.
En segundo lugar, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero(2)del artículo 79 de la ley 142 de 1994(3) modificado por el artículo 13 de la ley 689 de 2001(4) esta Superintendencia no puede exigir que los actos o contratos de las empresas de servicios públicos se sometan a su aprobación previa.
Dando aplicación a la norma mencionada, el ámbito de competencia de la SSPD en relación con los actos y contratos de los prestadores, se contrae de manera exclusiva a vigilar y controlar el cumplimiento de aquellos que se celebren entre las empresas y los usuarios (numeral 2(5)del artículo 79 de la ley 142 de 1994), razón por la cual esta Superintendencia carece de competencia para indicarle el mecanismo por medio del cual se le puede informar al cliente o usuario que las reclamaciones a sus peticiones no son procedentes.
De proceder la Superintendencia de Servicios Públicos a pronunciarse sobre los temas solicitados, aparte de excederse en su competencia, entraría también a co-administrar las empresas por ella vigiladas.
Hechas las anteriores precisiones, esta Oficina procede a pronunciarse de manera general sobre el tema consultado, en los siguientes términos.
Según el artículo 152 de la ley 142 de 1994, es de la esencia del contrato de servicios públicos que el suscriptor o usuario pueda presentar, peticiones, quejas y recursos relativos al contrato de servicios públicos.
Por su parte, el artículo 153 de la ley 142 de 1994 dispone que todas las prestadoras de servicios públicos domiciliarios constituirán una “Oficina de Peticiones, Quejas y Recursos”, la cual tiene la obligación de recibir, atender, tramitar y responder las peticiones o reclamos y recursos verbales o escritos que presenten los usuarios, los suscriptores o los suscriptores potenciales en relación con el servicio o los servicios que presta dicha empresa. 
Ahora bien, frente al derecho de petición, la Corte Constitucional se ha pronunciado en múltiples oportunidades sobre el sentido y el alcance de este derecho fundamental, y ha señalado que la respuesta que se le dé al peticionario debe cumplir, por lo menos, con los siguientes requisitos:(1) ser oportuna; (2) resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado; y (3) ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una violación al derecho fundamental de petición.
Igualmente, el Consejo de Estado ha señalado:
“Lo que la ley ha puesto a cargo de las ESP, es la obligación de pronunciarse de una forma concreta y efectiva, sobre las razones de insatisfacción que expresa el usuario en sus peticiones.”(6)
Por otra parte, de conformidad con el numeral 4 del artículo 7 del decreto 990 de 2002, es función del Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios sancionar a las empresas que no respondan en forma oportuna y adecuada las quejas de los usuarios. 
Así las cosas, debemos aclarar que si una empresa de servicios públicos no da respuesta de fondo a las peticiones, podría ser investigada por esta Superintendencia. Sin embargo, debe recordarse que la relación entre el usuario y la empresa es en parte estatutaria y en parte contractual, por lo que las empresas pueden exigir en el contrato ciertos requisitos para presentar peticiones, siempre y cuando no contravengan las disposiciones legales o regulatorias.
Por tanto, las empresas de servicios públicos están obligadas a responder las peticiones, quejas y recursos dentro de la oportunidad legal, resolviendo de fondo, sin evasivas y en forma clara, precisa y congruente con lo solicitado; así como poner en conocimiento del peticionario la respuesta, con el objeto de no incurrir en violación al derecho fundamental de petición, independientemente de que el usuario haga uso de este derecho con demasiada frecuencia.
Finalmente, le recordamos que la Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://www.superservicios.gov.co/. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad. 
Cordialmente, 
MARINA MONTES ÁLVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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